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de investigar y auditar para prevenir o 
castigar posibles abusos. En este senti­
do, la difusión masiva de los donantes 
poco contribuye a este propósito y, en 
cambio, sí implica una intromisión en la 
vida privada de los individuos (Austin 
y Tjernstrom, 2004: 43). 

No cabe duda que hay una ten­
sión entre los principios de autono­
mía y de transparencia, sin embargo, 
de acuerdo con la posición que está 
arraigada en el mundo anglosajón, el 
reclamo de transparencia del dinero de 
los partidos, aunque legítimo, es incom­
patible con la exigencia de privacidad 
para donantes y asociaciones voluntarias 
y colocadas en una balanza, pesa más la 
defensa de la vida privada. 

La óptica contraria es la que se in­
clina por la transparencia y, por tanto, 
por privilegiar el derecho de los ciuda­
danos a conocer y juzgar el compor­
tamiento de los partidos. Este modelo 
pugna por la existencia de una regla­
mentación estricta sobre la rendición 
de cuentas de los partidos y Alemania 
es el país de más larga tradición al res­
pecto. Su historia particular explica 
por qué es pionera en la reglamenta­
ción sobre partidos políticos. 

En efecto, después del fin de la Se­
gunda Guerra Mundial y como conse­
cuencia de la convicción generalizada 
de que el ascenso del nazismo había 
descansado en la riqueza de la industria 
alemana, la Constitución de mayo de 1949 

estableció que los partidos debían rendir 
cuentas a la población sobre las fuentes 
de sus recursos (art. 21, sec.1, cláusula 4). 
Las reglas puntuales de esta disposi­
ción constitucional se establecieron en 
la Ley sobre Partidos Políticos de 1967 
que ha sido reformada para agregar la 
obligación de los partidos a informar y 
publicitar sus ingresos, la utilización 
de sus recursos y sus activos y pasivos, 
así como para que estos reportes sean 
verificados y auditados por el Parlamen­
to, en el entendido de que los responsa­
bles de las finanzas de los partidos son 
sus tesoreros. 

Los informes anuales que deben 
presentar los partidos no solamente 
deben cubrir todos los niveles de su or­
ganización, desde los comités federales 
hasta las secciones regionales y loca­
les, sino que deben incluir una lista de 
todos los donadores que durante el año 
aportaron al partido de 20,000 mar­
cos en adelante (Austin y Tjernstrom, 
2004: 129). 

Esto implica que es importante dis­
tinguir entre grandes y pequeñas dona­
ciones y que no es necesario transpa­
rentar todo porque también hay que 
preservar el derecho a la privacidad. 
Sólo debe difundirse aquello que pueda 
servir para ocultar influencias indebi­
das en la política. 

La consideración detrás de esta 
posición es que la competencia no es 
un proceso de auto-contención, como 

afirman los suecos, y que la hlstoria ha 
mostrado que grandes intereses eco­
nómicos suelen querer influir en los 
resultados de las elecciones. Como no 
se trata de bloquear el flujo de recur­
sos privados hacia los partidos, impi­
diéndolos por ley, pues ello sería poner 
restricciones a la libertad individual, el 
control sobre ellos se hace descansar 
en fórmulas de transparencia y ren­
dición de cuentas. Es por ello que la 
mayoría de las democracias de Europa 
Occidental cuentan con disposiciones 
legales para transparentarla identidad 
de donadores. 

Dentro de este modelo de apues­
ta por la transparencia, cabe conside­
rar el caso de los Estados Unidos que 
han defendido la idea de que es indis­
pensable hacer eficaz el control sobre 
el dinero en los partidos, pero asegu­
rando que los ciudadanos encuentren 
vías expeditas para apoyar con sus re­
cursos a sus candidatos y partidos pre­
feridos. Su opción ha sido la creación 
de una agencia independiente para la 
vigilancia de los fondos de los partidos, 
la Comisión Federal Electoral. 

Esta Comisión que se creó des­
pués del escándalo de Watergate en 
1974, tiene facultades para darle segui­
miento al flujo de recursos dentro de 
los partidos y para asegurar que éste se 
difunda al gran público y a los medios 
de comunicación, es decir, no se espera 
que lo hagan los partidos directamen-

te, sino una agencia pública indepen­
diente que funciona como guardián de 
la transparencia y del cumplimiento 
de las reglas del financiamiento. Los 
reportes que deben entregar los comi­
tés de candidatos y de partidos a la Co­
misión Federal Electoral independiente 
deben incluir no sólo los nombres de 
los donantes que aporten más de 200 
dólares, sino sus direcciones, ocupa­
ción y empleador (Manual de financia­
miento de la actividad política, 2003: 43). 

La apuesta por la transparencia 
está reforzada por la reglamentación 
y por la existencia de esta autoridad 
con facultades para hacer cumplir las 
disposiciones legales. Si la difusión tie­
ne un valor fundamental, también lo 
tiene el de la libertad de los ciudada­
nos de gastar en política, de ahí que los 
llamados gastos independientes (soft 
mane.Y), es decir, los recursos que no 
pasan por los comités de los partidos 
o candidatos, no tienen topes, sino que 
pueden ser tan amplios como se quiera. 
Sin embargo, los techos actuales para 
contribuciones a comités de campana 
que hoy son de 101,400 dólares por per­
sona, están siendo cuestionados por la 
fracción republicana en el Congreso 
que, en junio de 2005, están preparan­
do una iniciativa para incrementar las 
aportaciones individuales hasta por 1 
millón de dólares (Washington Post, ju­
nio 9, 2005). 
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AM~RICA LATINA: LA APUESTA POR EL 
FINANCIAMIENTO PÚBLICO 

Debido a que la gran mayoría de las 
constituciones latinoamericanas con­
cibe a los partidos políticos como asocia­
ciones privadas que cumplen funciones 
públicas o de interés general (Griner 
y Zovatto, 2004: 9), se comprende por 
qué en la mayoría de los países de la 
zona está previsto el financiamien­
to público directo, es decir, el derecho 
de los partidos no solamente a recibir 
apoyos del Estado a través de exencio­
nes impositivas, de acceso gratuito a 
los medios de comunicación estatal, o 
a franquicias postales, sino a subsidios 
en dinero. 

De hecho, hoy, salvo Venezuela que 
en 1999 eliminó el financiamiento es­
tatal a los partidos que había estado 
previsto en ley desde 1973, los países 
latinoamericanos cuentan con finan­
ciamiento público directo, que en algu­
nos casos como los de las democracias 
más antiguas de la región -Uruguay 
y Costa Rica- se remonta a fechas le­
janas (1928 y 1949 respectivamente), 
mientras que en países de reciente de­
mocratización (República Dominicana, 
Paraguay y Panamá) fue incorporado 
apenas en los años noventa. 

El dinero público que en 10 de los 
18 países cubre tanto las labores de cam­
paña, como las tareas ordinarias de los 
partidos (en 6 países el financiamiento 

público es exclusivamente para gastos de 
campaña y en Perú solamente se con­
cede para gastos ordinarios) refleja el 
reconocimiento generalizado que existe 
hoy de que es necesario transparentar 
los recursos de los partidos (Griner y Zo­
vatto, 2004: 353). 

Aunque no como fuente exclusiva, 
sino básicamente como ingreso com­
plementario al que reciben los partidos 
de sus militantes y simpatizantes (salvo 
Venezuela, todos los países latinoameri­
canos tienen fórmulas mixtas de finan­
ciamiento), el financiamiento público se 
ha considerado como un mecanismo para 
abatir las influencias negativas del dinero 
en la politica, en primer lugar porque se 
sabe cuál es el origen del dinero (trans­
parencia), lo cual reduce la posibilidad de 
que se introduzcan recursos indeseados del 
narcotráfico o del crimen organizado, pero 
también porque permite una distribu­
ción más equitativa de recursos entre los 
contendientes {equidad en la contienda). 

El problema con el financiamiento 
público es que puede alejar a los parti­
dos de sus bases ciudadanas y hacerlos 
muy dependientes del erario público, 
con lo cual se merma su condición de 
asociaciones voluntarias de ciudadanos. 
Además, está probado que el subsidio 
público a los partidos está muy mal vis­
to por los ciudadanos, lo cual abona a la 
muy baja confianza que generan hoy los 
partidos latinoamericanos (Latinobaró­
metro, 2004). 

El objetivo central de atajar la inyec­
ción de recursos ilegales a las campañas 
políticas explica por qué en América 
Latina se ha optado no sólo por el financia­
miento público, sino por una :reglamentación 
que prohíba ciertas fuentes de recursos 
privados, o que ponga topes a las apor­
taciones. Así, de los 18 países latinoa­
mericanos contemplados, sólo cinco no 
tienen restricciones en cuanto al origen 
de las contribuciones (Colombia, El Sal­
vador; Guatemala, Panamá y Uruguay), 
los demás no permiten ingresos pro­
venientes del extranjero, de empresas 
mercantiles o públicas, o de fuentes 
anónimas y la mitad de los países tie­
nen fijados límites en cuanto al monto 
de aportaciones privadas permitidas 
(Argentina, Bolivia, Brasil, Costa Rica, 
Chile, Ecuador; México, Paraguay y Perú) 
(Grinery Zovatto, 2004: 360). 

La diversa y con frecuencia abiga­
rrada reglamentación de los partidos 
en América Latina no ha cubierto sufi­
cientemente uno de los renglones más 
sensibles de su actuación que es el ac­
ceso a los medios de comunicación y 
cuyo gasto en la actualidad representa 
en promedio entre 40% y 70% de los 
gastos de campaña para los partidos 
de la región. 

El problema en la relación entre 
medios y política es que no sólo es di­
fícil monitorear los recursos que efec­
tivamente invierten los partidos en 
la compra de promocionales de radio 

y televisión, porque aunque los partidos 
tengan la obligación de entregar copia de 
las facturas que cubren dicho gasto, 
es difícil saber si éstas efectivamente 
cubren lo transmitido, si las fuertes 
sumas invertidas en la compra de es­
pacios televisivos no generaron bonifi­
caciones o donaciones en especie para 
favorecer a algún candidato o partido 
en particular. Es difícil, también, tener 
certeza de que todos los partidos reci­
bieron el mismo tratamiento de parte 
de los concesionarios, es decir, que les 
respetaron los mismos términos de 
contratación y los mismos precios por 
espacios similares, porque no hay me­
dios de comunicación neutros pues son 
actores económicos y sociopolíticos. 

Cuando las leyes permiten, como en 
la mayoría de los casos, la libre contrata­
ción de tiempos en medios, las relaciones 
de complicidad, o de velada hostilidad 
que se pueden establecer entre los conce­
sionarios y los dirigentes de los partidos 
obstaculizan la transparencia, e introdu­
cen factores importantes de inequidad en 
las contiendas, además de que permiten 
que se establezcan compromisos entre los 
concesionarios y los futuros gobernantes. 

Quizás por ello, el mejor esquema 
de acceso de los partidos a los medios 
es el que establece las llamadas "fran­
jas electorales", es decir, tiempos esta­
blecidos por ley; que el Estado distribuye 
gratuitamente entre los partidos a par­
tir de criterios de proporcionalidad o 
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de igualdad, como los que existen en 
Chile, Brasil y Colombia (en México sola­
mente abarcan una parte de los tiempos 
de los partidos) (Rial, 2004: 67). 

La ventaja de este esquema es que 
el propio Estado fija el universo de pro­
mocionales o de tiempos que se utiliza­
rán en una campaña, evitando excesos 
o despilfarros que dañan la imagen de 
las campañas, cerrándole también el 
paso a intercambios interesados entre 
los medios y los futuros funcionarios 
públicos. 

Una reglamentación puntual sobre 
las obligaciones de los partidos en cuan­
to al tipo de recursos que pueden recibir 
y los rubros en los que deben utilizarlos; 
sobre lo que deben reportar a la autori­
dad periódicamente y que contemple, 
además, las sanciones que pueden impo­
nerse en caso de violación a las normas 
es el primer requisito para fomentar la 
transparencia de los recursos de los 
partidos. El segundo gran requisito es 
la existencia de una agencia pública 
independiente y con facultades legales 
estrictas, tanto para exigir a los partidos 
informes detallados sobre sus ingresos y 
gastos, como para realizar auditorias e 
investigaciones cuando existan dudas 
sobre la legalidad del financiamiento in­
volucrado. 

Aun así, rastrear y comprobar la 
existencia de fondos ilegales no es una 
tarea fácil y los grandes escándalos que 
los medios de comunicación han dado 

a conocer tanto en países con demo­
cracias estables como en democracias 
emergentes dan cuenta de los huecos 
que existen y que escapan a la acción 
de las autoridades. 

LAS DIFICULTADES PARA HACER EFICAZ LA TRANS­
PARENCIA DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 

Uno de los objetivos centrales de la 
transparencia de los partidos políti­
cos es que los ciudadanos cuenten con 
la información necesaria para razonar 
su voto y para ello, es necesario que 
los datos sobre los ingresos y gastos 
de los partidos se publiciten antes de 
la jornada electoral. Aunque una auto­
ridad electoral puede eventualmente 
monitorear el gasto de una campaña 
política para averiguar si se van cum­
pliendo o no los techos establecidos y si 
no existen recursos ilegales, esto sola­
mente puede hacerse muestralmente, 
pero es una tarea muy costosa y que 
no puede realizarse en tiempos breves. 

Generalmente los informes de los 
partidos y candidatos se someten a la 
revisión de la autoridad con posteridad 
a la elección, esto es, una vez que se 
hacen los balances de la campaña y 
no parece viable que un partido repor­
te ingresos y gastos al mismo tiempo 
que está desarrollando una campaña 
política en la que su mira está en sus 
estrategias de lucha y en la forma de 

implantarlas para triunfar sobre sus 
adversarios. Dicho de otra manera, la 
transparencia sobre los recursos de los 
partidos y la evaluación que los ciuda­
danos pueden hacer sobre la misma 
generalmente se realiza a posteriori. 

Por esta razón, el papel de los me­
dios es clave para difundir información 
temporal, quizás parcial, sobre el desa­
rrollo de las campañas y ha resultado 
muy importante para que los ciudadanos 
conozcan los movimientos de recursos de 
los partidos durante los procesos elec­
torales. El problema aquí es que como 
dicha información no es resultado de 
una revisión y evaluación de las prue­
bas sobre las posibles desviaciones, sino 
básicamente de denuncias, el resulta­
do puede ser injusto al final porque se 
afectaron famas públicas que poste­
riormente, con la acción de los órganos 
judiciales y no sólo del tribunal de la opi­
nión pública, resultaron ser inocentes. 

Existen también problemas técni­
cos que dificultan la tarea de la trans­
parencia del dinero de los partidos, 
porque aunque la autoridad electoral 
tenga capacidad para auditarlos, inclu­
so en cualquier momento que lo con­
sidere pertinente, los recursos ilícitos 
buscan esconderse en cuentas parale­
las o secretas, al margen de la conta­
bilidad de los partidos, generalmente 
registrándose a nombre de privados 
que no tienen que ver con la estructu­
ra formal de dichas organizaciones. 

Otro problema es que con fre­
cuencia, las donaciones no pasan por 
los partidos. sino que van directamen­
te a los candidatos o a su equipo de 
campaña y ello hace mas complicado 
identificar la responsabilidad de los 
partidos. Tumbién está el tema de los 
"terceros partidos'', es decir; de aque­
llas personas o grupos que deciden 
promover a un candidato o partido 
por su propia cuenta y al margen del 
aparato partidario, comprando propa­
ganda, o haciendo campaña a favor de 
los asuntos o ideas que son relevan­
tes para cierto candidato o partido. Se 
trata de recursos que benefician a un 
partido, pero de los que no puede ser 
responsabilizado. Si consideramos que 
una manera de caracterizar a los fon­
dos es mirando quiénes resultan bene­
ficiados por ellos, veremos que no es 
fácil hacer el deslinde entre recursos 
provenientes del radio de acción de los 
partidos y los de fuera de éste (Austin y 
Tjernstrom. 2003: 16). 

Otro problema es cómo rastrear 
el dinero en efectivo porque no deja 
huella en documentos bancarios. Aquí 
cobra sentido la discusión sobre el pa­
pel que en los procesos de fiscalización 
de los partidos cumplen las denuncias 
anónimas, conocidas popularmente como 
filtraciones, que generalmente provienen 
de las propias filas de los partidos, en 
donde no es inusitado que algún cua­
dro medio o alto, agraviado por la di-
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rectiva que no lo favoreció con una 
candidatura o una promoción, opte por 
facilitar información sobre ingresos o 
transacciones ilegales a la que tuvo ac­
ceso como miembro del partido, a los 
medios de comunicación, cuando no 
directamente a un adversario político, o 
bien a las propias autoridades electora­
les. De hecho, ésta ha sido la fuente de 
información de los grandes escándalos 
financieros de partidos en el mundo, es 
decir, ha sido un mecanismo útil para 
identificar flujos ilegales de dinero en 
la política. 

Sin embargo, ¿debe una autori­
dad fiscalizadora aceptar este tipo de 
denuncias anónimas? ¿Qué tan sa­
ludable es atenderlas, generando in­
centivos que las fomenten, sobre todo 
si consideramos que generalmente las 
filtraciones no están motivadas por la 
lealtad a principios morales o jurídi­
cos, sino por resentimientos o conside­
raciones políticas? 

Las denuncias anónimas pueden 
ser fuentes útiles de información, es de­
cir; una forma de transparentar y de dar 
expresión a ciudadanos inconformes, 
pero ¿qué garantía hay de que no sean 
trampas para generar escándalos que 
merman gratuitamente el prestigio de 
algunos dirigentes partidarios aúnan­
tes de que se averigüe si las supues­
tas conductas ilegales efectivamente 
se cometieron? ¿Qué tanto apostar a 
ellas para allegarse de información es 

trabajar por la quiebra de las lealtades, 
por la creación de espías o censores 
morales, es apostar a la escisión dentro 
de los partidos? 

La utilidad que han tenido filtra­
ciones de información privilegiada des­
de las dependencias gubernamentales 
ha llevado en algunos casos a reglamen­
tar la protección de quienes la difun­
den, aprovechando su cargo o posición 
dentro de la entidad respectiva, por­
que las dependencias funcionan a par­
tir de lealtades de sus miembros, por 
ello publicitar información interna se 
considera una traición y suele deri- var 
en represalias para el agente de la fil­
tración. Un caso muy conocido fue la 
Ley de Reforma al Servicio Civil que 
aprobó el Congreso norteamericano 
en 1978, a raíz del caso Watergate, para 
evitar que las instituciones guberna­
mentales despidieran a servidores pú­
blicos en respuesta a haber publicitado 
información sobre malos manejos ad­
ministrativos (Bowens, 1998: 212). 

Desde la perspectiva de la auto­
ridad interesada en la transparencia, 
ésta no puede darse el lujo de desdeñar 
cualquier atajo informativo al realizar 
su función fiscalizadora, pero al mismo 
tiempo, tiene que evitar caer presa de 
falsas pistas provenientes de den un -
cias anónimas, es decir, tiene que guar­
dar un equilibrio entre estar abierto a 
esta fuente de información, atenderla 
rápidamente, pero antes de instalar un 

procedimiento formal de investigación, 
identificar si la denuncia no es frívola o 
carente de sustento alguno y, de ser así, 
rechazarla de inmediato. 

Un problema más en el trabajo de 
controlar el dinero ilegal en los parti­
dos es que cuando una autoridad logra 
documentar una irregularidad en el ma­
nejo de los recursos, la responsabilidad 
recae en el partido que es una entidad 
colectiva y, por lo tanto despersona­
lizada. Aquí se presenta el dilema de 
"las muchas manos" que intervienen, 
pues como en cualquier organización 
compleja, las decisiones son producto 
de un conjunto de voces y, aunque la 
transparencia y rendición de cuentas 
es obligación del partido como entidad 
sujeta a derecho, ¿qué tanto la respon­
sabilidad por la falta cometida se diluye 
cuando recae sobre una colectividad? 
¿Qué tanto los propios dirigentes de un 
partido se escudan detrás de la orgarú­
zación de sus partidos para librarse de 
la responsabilidad? Sólo ahí donde la 
corrupción de los partidos esta tipifi­
cada como delito penal, es posible en­
juiciar a la o las personas involucradas 
con la ilegalidad, pues como bien decía 
Hannah Arendt, "no hay tal cosa como 
la culpa o la inocencia colectiva, estos 
términos sólo hacen sentido si se apli­
can a individuos" (Citado por Bowens, 
1998; 93). Esta dificultad explica por 
qué legislaciones sobre partidos como 
la inglesa (Political Parties, Elections 

and Referendum Act, 2000), señala expre­
samente que la persona que es responsa­
ble de las irregularidades financieras de 
los partidos es el tesorero de la orga­
rúzación (Art. 47). No obstante, el hecho 
de que los partidos sean acuerdos entre 
políticos para competir y gobernar, expli­
ca por qué dichas orgarúzaciones tienen 
una responsabilidad colectiva, por ello lo 
que el partido gane o pierda en cuanto a 
reputación se revierte sobre el conjunto 
de sus miembros. La responsabilidad co­
lectiva permite a los ciudadanos evaluar a 
los políticos a través de la actuación de los 
partidos (Zielinski, 2003: 7). 

Es importante establecer la dife­
rencia entre la responsabilidad pública 
y la individual, porque tienen consecuen­
cias muy diferentes y de distinto calado. 
La responsabilidad colectiva tiene reper­
cusiones de tipo indirectas o simbólicas, 
porque daña la legitimidad de los can­
didatos del partido que incurrió en la 
ilegalidad, pero deja a su decisión per­
sonal si renuncia o no al cargo. Es por 
esto que los partidos suelen adoptar 
posiciones diferentes a las de los candi­
datos o políticos en lo individual frente 
al tema de la transparencia. Mientras 
que los partidos tienden a favorecer la 
transparencia, a fin de utilizarla como 
capital político en beneficio del con­
junto de sus candidatos, los dirigentes 
o candidatos, en lo personal, prefieren 
no someterse al escrutinio abierto (Pr­
zeworski, 1999: 152). 
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Si la transparencia y rendición de 
cuentas tienen el propósito de fomen­
tar la confianza y la legitimidad de 
los partidos políticos, la pregunta que 
se antoja pertinente es qué tanto estas 
prácticas derivan en la prevención de 
futuras conductas ilícitas. Para que esto 
se logre y que las leyes y organismos en­
cargados de impulsarlas no se queden en 
buenas intenciones solamente, deben 
de pasar la prueba de identificar si son 
aplicables y si efectivamente sirven para 
castigar a los culpables, es decir, si el 
proceso de transparencia recorre toda 
la ruta y concluye con la rendición de 
cuentas y la imposición de una sanción 
lo suficientemente severa como para 
inhlbir futuros comportamientos inde­
seables. Esto explica por qué el Centro 
de Integridad Pública de Washington en su 
reporte especial sobre las fallas en las de­
mocracias, colocó a la autoridad elec­
toral mexicana en el mejor lugar de 
su encuesta sobre las leyes y prácticas 
públicas en materia de elecciones. Una 
ley adecuada, una autoridad electoral 
con amplias facultades para investigar 
y sancionar a partidos que se desvían 
de las disposiciones normativas y un 
ejercicio de fiscalización que efectiva­
mente desemboque en sanciones im­
portantes como las que se impusieron 
en los casos popularmente identifica­
dos como "Pemexgate y Amigos de Foxn 
permitieron que la evaluación fuera 
muy favorable para las instituciones 

electorales mexicanas, colocándolas in­
cluso por encima de la otorgada a paí­
ses como Alemania (Special Report on 
Flawed Democracies, 2004). 

¿OTROS TEMAS PARA LA TRANSPARENCIA? 

La tendencia que ha venido ganando 
terreno en los últimos 25 años hacia 
una mayor regulación de los partidos 
políticos se ha centrado en la idea de 
que aunque son asociaciones volunta­
rias de ciudadanos, cumplen funciones 
que deben ser sometidas al escrutinio 
público. Dicha reglamentación se ha cen­
trado en el tema de los recursos de los 
partidos y en la necesidad de vigilar que 
éstos no desequilibren o perjudiquen el 
funcionamiento de las democracias. Esa 
ha sido la zona de su vida interna que 
se ha abierto a la intervención del Es­
tado. Pero, ¿qué hacer respecto de las 
demás actividades que desarrollan los 
partidos como parte de su organización 
interna, deben mantenerse estrictamente 
al margen de cualquier reglamentación 
pública? ¿Deben los partidos determi­
nar su forma de organizarse y de fun­
cionar de manera libérrima, o deben de 
apegarse a ciertos criterios generales rela­
tivos a su estructura y operación y, en tal 
caso, hasta dónde deben de llegar esas 
normas? 

En general, la leyes sobre partidos 
políticos, o las legislaciones electorales 

que regulan el funcionamiento de los 
partidos, contemplan ciertas reglas bási­
cas de organización interna, tales como 
tener estructuras descentralizadas que 
aseguren la participación de los dis­
tintos niveles geográficos del partido, 
reglas democráticas para la toma de 
decisiones que aseguren que éstas no 
dependen de una sola persona, meca­
nismos para atender los reclamos de 
militantes que se sientan agraviados 
en sus derechos políticos. 

Si estas disposiciones son parte de 
la normatividad pública, se da por sen­
tado que la autoridad debe velar por su 
cumplimiento, dicho de otra manera, si 
un partido no se apega a las reglas bá­
sicas de su operación interna debe ser 
sometido a algún tipo de procedimien­
to para que corrija sus errores o malas 
prácticas, porque el acento está puesto 
en las funciones públicas que desem­
peña. 

El valor a tutelar en este asunto 
debe de ser el respeto a la autonomía 
interna de los partidos, justamente 
porque son organizaciones voluntarias 
de la sociedad. Deben ceñirse a las dis­
posiciones generales de la convivencia 
democrática, establecidas por la Consti­
tución y en caso de violentarlas, deben 
ser objeto de las sanciones previstas en ley. 
A manera de ejemplo, cuando en 2003, la 
ley de partidos en España se reformó 
para desconocer el derecho a ser par­
tido político a aquellas organizaciones 

que como el partido vasco de Batasuna 
promueven acciones violentas corno par­
te de su acción política, la discusión 
que se generó fue muy intensa porque 
enfrentaba dos principios esenciales: 
la libertad de asociación de los ciu­
dadanos y la seguridad pública y la 
defensa de las instituciones democrá­
ticas. En esa ocasión los legisladores 
optaron por salvaguardar la salud de 
las instituciones en el marco de una demo­
cracia pluralista. 

Detrás de toda regulación está siem­
pre una deliberación sobre los valo­
res involucrados y una decisión sobre 
aquellos que deben privilegiarse. Los 
ciudadanos deben tener la posibilidad 
de asociarse en torno a los ideales y ob­
jetivos que mejor les convengan y con­
venzan, pero siempre que en el ejercicio 
de ese derecho no pongan en juego la 
vida de los demás, o militen en contra 
de las instituciones básicas de la vida 
democrática como es la lucha política 
entre distintas alternativas, por vías pa­
cíficas e institucionales. 

Ahí donde la Constitución y las le­
yes establecen reglas para formalizar 
la existencia de los partidos, a través 
de un registro legal que implica que sa­
tisfagan ciertos requisitos de número 
de afiliados, o antecedentes tempora­
les como organización, o la posesión 
de ciertos recursos económicos, como 
en la mayoría de los países latinoame­
ricanos y recientemente en Canadá, la 
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tendencia es a reforzar el nivel de exi­
gencia para los partidos, obligándolos a 
que introduzcan en sus estatutos proce­
dimientos democráticos para el desa­
rrollo de sus actividades internas. 

Si los partidos son organizacio­
nes históricamente asociadas a la de­
mocracia liberal, parece pertinente la 
preocupación porque normen su vida 
interna a partir de principios rectores 
consistentes con dicho régimen polí­
tico. Sin embargo, ¿qué hacer cuando 
la directiva de un partido violenta sus 
propios estatutos para favorecer a un 
candidato en lugar de a otro? En prin­
cipio, deben existir mecanismos dentro 
de los partidos para atender los recla­
mos de militantes agraviados, es parte 
de la lógica democrático-liberal, con­
tar con mecanismos para controlar la 
eventual arbitrariedad de un dirigente, 
¿pero puede la autoridad pública inter­
venir en estos casos para defender al 
militante ofendido y, en caso de encon­
trar una violación a las normas esta­
blecidas, puede la autoridad pública 
ordenar la reposición del procedimiento? 

Ésta es una faceta de la reglamenta­
ción pública de los partidos que no ha 
suscitado gran discusión en el mundo 
porque sigue presente la idea de que 
son esencialmente asociaciones volun­
tarias de ciudadanos y que, por lo tan­
to, cuando algún militante no coincide 
con alguna de las orientaciones o deci­
siones internas de las mismas, está la 

posibilidad de abandonarlas. Sin em­
bargo, la experiencia mexicana ofrece 
un ejemplo de cómo la reglamentación 
de los partidos puede abrir la puerta 
hacia una mayor injerencia de las au­
toridades en la vida interna de los par­
tidos, pues aquéllas poseen facultades 
para vigilar que éstos se apeguen a las 
leyes, e incluso a sus propias normas 
internas y, en caso de incumplimiento, 
imponer sanciones. 

La explosión de reclamos de mi­
litantes ofendidos por procedimientos 
internos de sus partidos que ha tenido 
lugar en nuestro país, sobre todo des­
pués del 2000, han llevado a la autoridad 
jurisdiccional a ampliar la interpreta­
ción de sus facultades de vigilancia para 
proteger los derechos de los militantes, 
asimilándolos a la categoría de derechos 
políticos. 

El hecho de que los partidos políti­
cos en México estén constitucionalmente 
definidos como entidades de interés pú­
blico y que tengan el derecho exclusivo 
de postular candidatos a cargos de elec­
ción explica por qué el Tubunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación ha de­
jado sin efecto resoluciones de órganos 
de los partidos encargados de velar por 
la legalidad interna (órganos de vigilan­
cia o de honor y justicia) y ello ha provo­
cado fuertes debates sobre hasta dónde 
debe llegar la injerencia del Estado para 
no desnaturalizar a los partidos, es decir; 
para no inhibir su carácter de organiza-

dones de la sociedad civil con derecho 
a decidir libremente sobre la forma de 
organizarse y tomar decisiones internas. 

CONCWSIONES 

La demanda de transparencia y ren­
dición de cuentas ha alcanzado a los 
partidos políticos que no son depen­
dencias públicas o estatales, sino orga­
nizaciones voluntarias de ciudadanos, 
pero que desempeñan funciones públi­
cas de primer orden, tales como parti­
cipar en elecciones para conformar los 
poderes públicos. 

En el contexto de la última gran olea­
da democratizadora, el reclamo de di­
fundir al gran público la manera como 
los partidos adquieren sus recursos 
económicos y los manejan se ha ex­
tendido al punto que existe ya un con­
senso amplio alrededor de la necesidad 
de reglamentar dicha obligación. El re­
clamo democrático ha ido más allá de 
elecciones limpias, libres y competidas. 

El dinero ha cobrado gran rele­
vancia para la vida política y la acción 
de los partidos porque las sociedades 
son más complejas y diversas y las 
estructuras partidarias han crecido y 
se han ido profesionalizando y, sobre 
todo, porque los medios de comunica­
ción, han devenido indispensables en 
el desarrollo de las campañas electo­
rales, gracias a su gran penetración y 
cobertura. Hoy, las campañas políticas 

pasan obligadamente por los medios y 
acceder a ellos es muy costoso. 

El dinero es necesario para impul­
sar contiendas políticas competidas, sin 
embargo, puede tener efectos negati­
vos sobre la vida democrática, porque 
puede desequilibrarla, introduciendo 
sesgos que desplacen a alguna fuer­
za política, puede fomentar la compra 
de cargos públicos, o la dependencia de 
funcionarios públicos respecto de intere­
ses económicos particulares, en suma, 
puede alimentar la corrupción en la 
política. De ahí la necesidad de intro­
ducir controles sobre los recursos de 
los partidos y garantizar la difusión 
pública de sus ingresos y gastos, así 
como de sus activos y pasivos, para 
que los ciudadanos conozcan esa infor­
mación y puedan reflexionar con mayores 
elementos al momento de decidir su voto. 

El tema de la transparencia se ha 
socializado y hoy existe un amplio con­
senso alrededor de la necesidad de que 
los partidos se sometan a ella. Sin em­
bargo, el dilema está en hasta dónde debe 
de intervenir el Estado, a través de su 
función reguladora, en la vida de organi­
zaciones de la sociedad civil que por na­
turaleza deben de estar resguardadas 
de la intromisión del Estado. 

Los principios que se reivindican 
en el debate sobre la transparencia 
son los de la autonomía y defensa de 
los derechos políticos fundamentales, 
como el de asociación libre frente a los 
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de responsabilidad pública de los par­
tidos políticos que desempeñan fun­
ciones públicas de primera importan­
cia para el desarrollo de la democracia. 

Muchos países han incorporado le­
yes sobre transparencia de los recur­
sos de los partidos, pero éstas todavía 
no se traducen en prácticas efectivas 
de control sobre el dinero de la política, 
de ahí la necesidad de que se perfeccio­
ne la normatividad para garantizar el 
escrutinio público de los recursos que 
manejan los partidos (transparencia) 
a la par que el de una autoridad con 
facultades para investigar en cualquier 
momento a los partidos y sancionar a 
los que violen la legalidad (rendición 
de cuentas). 

Los partidos son indispensables para 
una democracia sustentable y en el 
futuro cercano no parece haber lugar 
para una democracia sin partidos o 
sin alguna organización que realice las 
funciones que éstos desempeñan, de ahí 
que trabajar para que se conviertan en 
organizaciones sujetas a las reglas de 
transparencia y rendición de cuentas 
contribuirá a reforzar la confianza en 
la democracia. 
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